ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 22 18 000 2016 00001 00
 ACCIONANTE: MARÍA JIMENA YAÑEZ GELVEZ
Jefe de la Oficina Asesora de la UNP

ACCIONADOS: JUZ. 1º PENAL DEL CTO. PARA ADOLESCENTES 

ASUNTO: NO CONCEDE 

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Impugnación presentada luego de culminado el horario laboral del último día del vencimiento del término para interponerla no lesiona el derecho al debido proceso/ Nadie puede alegar en su favor su propia culpa  
“(…) el término legal de los tres (3) días con el que contaba la U.N.P. para sustentar su inconformidad a la decisión, transcurrió durante los días 23, 24 y 27 de junio del año que avanza hasta las 4:00 de la tarde por ser el horario que rige para los despachos de la Rama Judicial en el departamento de Risaralda (…)”
“(…) aun cuando la acción de tutela es un procedimiento preferente y sumario, carente de mayores exigencias formales, no puede convertirse en excusa para quebrantar las normas básicas establecidas para la interposición de los recursos dentro de dicho trámite.  Por lo tanto, esta Colegiatura concluye que el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira no transgredió los derechos fundamentales invocados, toda vez que la U.N.P. contaba con el mecanismo de la impugnación para controvertir el fallo de tutela el cual fue interpuesto por fuera del horario laboral vigente en este Distrito (…) En tal virtud, la misma entidad que promueve el presente amparo reconoce que el escrito de impugnación fue enviado a través de correo electrónico el 27 de junio de 2016 a las 4:36 p.m., por lo tanto, no es posible proteger por vía de tutela la incuria de la U.N.P. en atención al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que la accionante es la responsable de los hechos que alega dio y que pretende subsanar al endilgarle al Centro de Servicios de los despachos penales para adolescentes su descuido al enviar la impugnación de manera extemporánea, lo que hace improcedente el amparo invocado (…)”   
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-396 de 1993, T-162 de 1997, T-533 de 2014 y T-307 de 2015.
 RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.384
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la abogada María Jimena Yáñez Gélvez, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad Nacional de Protección U.N.P. adscrita al Ministerio del Interior en contra del Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y “acceso a la segunda instancia”.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Según expone la Jefe de la Oficina de la Unidad Nacional de Protección UNP, los señores Juan Carlos Valencia y Héctor García Ramírez instauraron acción de tutela en contra de esa Unidad, la cual fue fallada por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, despacho que mediante sentencia del de 22 de abril del presente año, tuteló los derechos invocados por los actores, ordenando a la U.N.P. que restableciera el esquema de seguridad dirigido a proteger la vida y la integridad de los actores.  La decisión fue impugnada por la  UNP.

Señaló que el 17 de junio de 2016 la Sala Penal de este Tribunal decretó la nulidad del fallo referido con el fin de que se vinculara a la Defensoría del Pueblo y para que se le permitiera a la U.N.P. conocer y pronunciarse respecto de las declaraciones rendidas por los señores Néstor López Correa y Jorge Enrique Bueno Blandón.  En tal sentido, el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira profirió el 21 de junio de 2016 un nuevo fallo de tutela amparando los derechos invocados por los señores Juan Carlos Valencia y Héctor Ramírez García, decisión que fue notificada a la U.N.P. el 22 de junio de 2016 a través del correo electrónico ncservper@cendoj.ramajudicial.gov.co en el que se les indicó que contaban con tres (3) días para impugnarla, los cuales vencían el lunes 27 de junio de 2016.  En tal virtud, la U.N.P. inconforme con lo decidido, impugnó la sentencia mediante oficio del 24 de junio de 2016 el cual fue enviado al mencionado correo electrónico el día 27 de junio de 2016 a las 4:36 p.m.  Sin embargo, el 30 de junio de 2016 el despacho demandado declaró extemporánea le impugnación aduciendo que se había presentado por fuera del término, error que según consideró la tutelante no puede ser atribuible a la U.N.P. ya que insiste actuó dentro de los términos establecidos en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 y a lo dispuesto en los artículos 20, 21 y 22 de la Ley 527 de 1999 con respecto al uso de los medios electrónicos, toda vez que según la información recibida en el Centro de Servicios adscrito a esos Despachos, la impugnación fue recibida el 27 de junio de 2016 a las 16:43 horas.
Puso en conocimiento que la oficial mayor del despacho accionado le indicó que las diligencias ya se habían enviado a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Por lo tanto, la U.N.P. presentó recurso de reposición y en subsidio el de queja, pero el juzgado de conocimiento negó  tales recursos por ser improcedentes, decisión que fue notificada a la U.N.P. el 1º de julio de 2016.
Señaló que en el presente caso, la negativa a conceder la impugnación que se interpuso oportunamente afecta los intereses de la U.N.P.  Al respecto, indicó que es evidente la falta de gestión del mencionado Centro de Servicios al no remitir el escrito de impugnación en el término perentorio para que el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira contara con la información correcta de la fecha del recibido de la impugnación que no corresponde a la que verificó el citado despacho a través del número de la guía de la impugnación enviada a través del correo 472, que recibió la célula judicial accionada el 30 de abril (sic) de 2016, tres días después, tiempo más que suficiente para que se hubiera remitido la impugnación enviada por la U.N.P. el 27 de junio de 2016 a las 4:36 p.m.  

Así  mismo, resaltó su inconformidad con la gestión del Centro de Servicios de esos despachos, ya que dicha oficina no remitió la respuesta dada por la U.N.P. sobre  los testimonios presentados por los señores Héctor García Ramírez, Jorge Enrique Bueno Blandón y Néstor López Correa, lo que llevó al juez de tutela a expresar en la sentencia del 21 de junio de 2016 que la U.N.P. guardó silencio frente a dichos testimonios.
2.2.  En el acápite de pretensiones, solicitó tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y defensa vulnerados a la U.N.P. por la negación de la impugnación contra el fallo de primera instancia proferido el 21 de junio de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira y como consecuencia de ello, se deje sin efectos el auto del 30 de junio de 2016 proferido por el juzgado demandado dentro de la acción de tutela instaurada por los señores Juan Carlos Valencia y Héctor García Ramírez.
2.3. Para sustentar la demanda de amparo, se adjuntaron los documentos visibles a folios 8 al 38.

2.4. La Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá ordenó remitir la presente acción de tutela a la Sala Penal de este Tribunal por ser los competentes para conocer de la misma (Fls. 40-44).  Sin embargo, la Oficina de Reparto de la Administración Judicial de Pereira la remitió a la Sala Civil Familia y el Magistrado Jaime Saraza Naranjo dispuso la devolución del expediente para que se repartiera a la Sala de Asuntos Penales para Adolescentes (folio 49), la que correspondió a la Sala No.3 de Asuntos  Penales y  repartida al despacho del suscrito ponente el 29 de julio de 2016 (folio 54), fecha en la que se avocó el conocimiento de la misma y se  dispuso correrle traslado al despacho demandado (folio  55). 
2.5.  Mediante auto del 9 de agosto de 2016 se ordenó vincular al presente  trámite al Juez Coordinador del Centro de Servicios de los Juzgados Penales para Adolescentes de Pereira (folio 67).
3.  SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO 1º PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA
Su titular manifestó que la U.N.P. contaba con el recurso de impugnación para hacer valer sus derechos fundamentales por las presuntas irregularidades dentro del proceso, por lo que no debió acudir a la acción de tutela por ser este un mecanismo subsidiario y residual.

Explicó que su despacho profirió sentencia de primera instancia dentro del mencionado trámite de tutela el 21 de junio de 2016, la cual fue notificada a la U.N.P. al día siguiente, esto es el 22 de junio de la presente anualidad, contando la entidad con los días 23, 24 y 27 siguientes para la correspondiente impugnación.  Según constancia de la Oficial Mayor del despacho, el expediente se envió 30 de junio de 2016 a la Corte Constitucional para su eventual revisión, siendo en esta fecha cuando se recibió por correo certificado el escrito de impugnación por parte de la UNP, por lo que se declaró extemporáneo dicho recurso, lo cual fue notificado a dicha unidad.

Indicó que el 5 de julio de este año, un funcionario de la U.N.P. se comunicó telefónicamente al juzgado para dar a conocer que el escrito de impugnación había sido enviado el 27 de junio de 2016 al correo electrónico del Centro de Servicios, situación que fue corroborada.  Sin embargo, la impugnación fue extemporánea, toda vez que fue recibida a las 4:36 p.m. de ese día, luego de terminada la jornada laboral, ya que en este Distrito Judicial la misma es de 7 a.m. a 12 m y de 1 p.m. a 4 p.m., y que las diligencias ya habían sido remitidas a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Señaló que posteriormente, la U.N.P. allegó un escrito en el que interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de queja contra la decisión que declaró extemporánea la impugnación en contra el fallo de tutela, a los cuales no se les dio trámite de conformidad con la jurisprudencia que hace alusión a que el auto que niega la impugnación del fallo de tutela, no es susceptible de recurso alguno, lo que fue informado a la U.N.P., que le fue enterada que dicho escrito había sido remitido a la Corte Constitucional.

Aclaró que si bien es cierto los despachos judiciales realizan citaciones y notificaciones a través del Centro de Servicios,  algunos asuntos urgentes y de suma importancia deben ser enviados directamente a sus dependencias, lo que no hizo la U.N.P. que envió el escrito de impugnación por fuera del horario de oficina el último día hábil, para lo cual hizo relación a una decisión de la Sala Unitaria No.2 con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque.
Por lo anterior, consideró que no incurrió en ninguna vía de hecho que vulnere los derechos fundamentales invocados. (Fls. 61-63)
Anexó copia del auto del 30 de junio de 2016, constancia sin fecha suscrita por la señora Mónica Andrea Castaño Cardona, en calidad de  Oficial Mayor del despacho y constancia secretarial del 5 de julio de 2015 (Fls. 64-66)  

3.2. JUZGADO 1º PENAL MUNICIPAL PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA  

Su titular en calidad de Jueza Coordinadora del Centro de Servicios de los Juzgados Penales para Adolescentes se refirió a cada uno de los hechos de la demanda para concluir que frente a los mismos, su dependencia no incurrió en vulneración alguna de los derechos fundamentales de la U.N.P. y en tal sentido, solicitó que sea desvinculada del presente trámite tutelar.

Así mismo, indicó que si bien en el Acuerdo No.PSAA08-4617 de 2008 la figura del Juez Coordinador se integra funcionalmente al Centro de Servicios de los Juzgados Penales para Adolescentes, las labores que dicho acuerdo asigna a esa autoridad y la forma en la que se presentaron los hechos con relación al escrito de impugnación enviado por la U.N.P. el 27 de junio de 2016, no permiten concluir que se haya conculcado derecho fundamental alguno (folio 71 y 72).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.  

Con respecto a los derechos fundamentales invocados a favor de la Unidad Nacional de Protección, es preciso tener en cuenta que las personas jurídicas son sujetos de derechos y deberes, por lo que pueden acudir a la acción de tutela para la protección de sus prerrogativas constitucionales cuando las considere amenazados o vulnerados.  Por lo tanto, existe legitimación en la causa por activa, de conformidad con lo dispuesto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando reiteró que: “La persona jurídica es apta para la titularidad de derechos y deberes por su racionalidad y por su autonomía. La aptitud es la adecuada disposición para dar o recibir, para hacer o soportar algo, y la persona jurídica puede (tiene la dimensión jurídica de la facultad) y también debe (soporta el deber frente a sus miembros y frente a otras personas jurídicas o naturales); por tanto tiene adecuada disposición para que se le otorguen o reconozcan derechos y deberes....”. "...Este tipo de entidad al ser racional y autónoma es por sí (per se), no por otro, es decir, es  persona (personare), De alguna manera es substancial; y todo lo substancial  es un supuesto, y el  supuesto  es  sujeto, y si éste es racional y autónomo, sin duda alguna tiene que ser sujeto de derechos y deberes. Luego la persona jurídica es una entidad que se expresa jurídicamente como sujeto de derechos y deberes...". (Sentencia T-396 de 1993. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa).

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales demandada y vinculada vulneraron los derechos fundamentales invocados por la accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6.  En relación a la procedencia de la acción contra providencias judiciales, la Corte Constitucional ha señalado que de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional la acción de tutela procede para el amparo de los derechos fundamentales “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” y en tal sentido, explicó que “para proteger la autonomía judicial y la seguridad jurídica, principios que también ostentan relevancia constitucional y que pueden verse afectados por la revisión en sede de tutela de los fallos judiciales, el amparo procede solo cuando se reúnen estrictos requisitos contemplados en la jurisprudencia. El complejo trabajo de sistematización de los requisitos de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales llevó a que la Corte, en la sentencia C-590 de 2005[4], señalara la existencia de unas causales generales y especiales que debe constatar el juez constitucional para determinar si procede o no la protección por vía de amparo constitucional.
De esta manera, en la providencia referida, la Corte indicó que la tutela procede únicamente cuando se verifica la concurrencia de la totalidad de los requisitos generales de procedencia que se mencionan a continuación:
 
(i)        “Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional;

ii)       Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…)
(iii)      Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…)
(iv)     Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…)
(v)     Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y
(vi)    Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
 
De esta manera, una vez superado el examen de la concurrencia de estos requisitos, el juez constitucional puede entrar a analizar si en la decisión judicial se configura al menos uno de los requisitos especiales de procedibilidad. Estos últimos constituyen los defectos en que puede incurrir la sentencia que se impugna, y son el aspecto nuclear de los cargos elevados contra la sentencia.[5]
 
Así las cosas, la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales depende de la verificación de la configuración de todos los requisitos generales y, al menos, de una causal específica de procedibilidad, que conlleve a la violación de un derecho fundamental. De este modo se protegen los elevados intereses constitucionales que se materializan en la ejecutoria de las providencias judiciales, al tiempo que se garantiza el carácter supremo de la Constitución y la vigencia de los derechos de los ciudadanos.[6] 
 
 
En efecto, a raíz de esta compleja discusión, la Corte emitió la sentencia SU-1219 de 2001[10] en la que unificó su criterio. En esta decisión, la Sala Plena explicó que la improcedencia de la acción de tutela contra otra de la misma naturaleza tenía fundamento en el propio procedimiento de esta acción constitucional, y en que el derecho fundamental al debido proceso se encuentra salvaguardado por la existencia de otros mecanismos para el cuestionamiento de las decisiones adoptadas en sede de instancia tutelar. Lo anterior, debido a que la competencia para revisar ulteriormente los errores en los que pudieren haber incurrido los jueces de tutela, radican única y exclusivamente en la Corte Constitucional, según el ámbito de acción previsto por el artículo 86 de la Carta Fundamental. (Subrayas propias)
 
Según explicó la sentencia de unificación, es cierto que los jueces, tanto de tutela como de las jurisdicciones ordinarias, no son infalibles y efectivamente pueden existir errores en sus pronunciamientos que pueden resultar lesivos de los derechos fundamentales de los ciudadanos que acuden a la administración de justicia. No obstante, también resulta necesario tener en cuenta que existen diferencias de competencia y de procedimiento entre las actuaciones de los jueces ordinarios y las actuaciones de los jueces de tutela.
 
En el caso de los fallos de tutela, el objeto principal y específico es la protección de los derechos fundamentales, en tanto las actuaciones de los jueces ordinarios se limitan generalmente a analizar transgresiones de orden legal. De manera que, la principal característica de la acción de tutela radica en que “es un mecanismo cuya función esencial es asegurar el respeto y el goce efectivo de los derechos constitucionales fundamentales y, por tanto,  lograr la aplicación directa de los derechos constitucionales y no de las leyes.”
 
Ahora bien, respecto a aquellas situaciones en las que los jueces de tutela pueden incurrir en arbitrariedades, la Sala Plena de la Corte, advirtió que el ordenamiento jurídico colombiano ha establecido un mecanismo de control para evitar ese tipo de vulneración. Según dispone el artículo 86 inciso 2 de la Constitución las acciones de tutela pueden “impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión." (…) (Ver Sentencia T-307 de 2015)
4.7.  Con respecto al debido proceso, el cual se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Nacional se aplica tanto a las actuaciones judiciales como a las administrativas
, cuyo texto es el siguiente:
 
“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.
 
“Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.
 
“En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.
 
“Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.
 
“Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.”
 
Dicha garantía, como se desprende del texto antes transcrito, se aplica tanto a las actuaciones administrativas como a las judiciales. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-533 de 2014, dijo lo siguiente:

“3.3.1. La Constitución, en el artículo 29, consagra el derecho fundamental al debido proceso y establece que se aplicará a toda clase de actuaciones, ya sean ellas judiciales o administrativas. Como lo ha señalado esta Corporación, el debido proceso es un derecho de aplicación inmediata (CP art. 85), que en relación con el desarrollo de las actuaciones administrativas, pretende regular el ejercicio de las facultades de la Administración, cuando en virtud de su realización puedan llegar a comprometer los derechos de los administrados.

 

De esta manera, el debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica que de manera previa limita los poderes de las autoridades públicas y establece las garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que ninguna de sus actuaciones dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los procedimientos previstos en la ley[12]. En este orden de ideas, por ejemplo, en la Sentencia C-980 de 2010[13], esta Corporación indicó que: “(…) Dentro de ese marco conceptual, la Corte se ha referido el debido proceso administrativo como ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’[14](…)”.
 

Por esta razón, se ha considerado que se presenta una vulneración del citado derecho, cuando son desconocidas las disposiciones a las que ha de sujetarse el desenvolvimiento de la función administrativa. Precisamente, en la referida Sentencia C-980 de 2010, esta Corporación señaló que: “el debido proceso administrativo se entiende vulnerado, cuando las autoridades públicas no siguen los actos y procedimientos establecidos en la ley y los reglamentos, y, por esa vía, desconocen las garantías reconocidas a los administrados[15]”.
 
4.8.   DEL CASO EN CONCRETO 
4.8.1. En el caso bajo estudio, la Asesora Jurídica de la Unidad Nacional de Protección U.N.P. presentó acción de tutela con el fin de que se amparen los derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y defensa de esa entidad, los cuales considera vulnerados por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de esta ciudad, por haber negado mediante auto del 30 de junio de 2016 la impugnación presentada en contra el fallo de primera instancia, proferido ese despacho el 21 de junio de 2016, dentro de la acción de tutela instaurada por los señores Juan Carlos Valencia y Héctor García Ramírez en contra de la U.N.P., toda vez que consideró que con dicha determinación se configuró una vía de hecho “por un error inducido”, lo que atribuyó a la oficina del Centro de Servicios de esos despachos, al no haber remitido el escrito de impugnación enviado por la U.N.P. el 27 de julio de 2016 a las 4:36 p.m. con el fin de que el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira hubiera contado con la fecha verdadera en que se recibió la misma.

4.8.2  De conformidad con lo dispuesto en el  Decreto 2591 de 1991 que reglamentó la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, la Sala observa que dicha norma contempla la impugnación y la revisión como los únicos mecanismos para garantizar el derecho de defensa y contradicción en las decisiones de fondo adoptadas por los jueces constitucionales e igualmente prevé la posibilidad tramitar un incidente en los eventos en que se produzca desacato a las órdenes impartidas en sede de tutela. Así las cosas, el  artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 dispone lo siguiente:

“Impugnación del fallo: Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato. 

Los fallos que no sean impugnados serán enviados al día siguiente a la Corte Constitucional para su revisión”. (Subrayas propias)
Por su parte el artículo 331 del C. de P.C., aplicable por remisión normativa
  establece: “Las  providencias  quedan ejecutoriadas y son firmes tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los recursos”. 

4.8.3. Por lo acabado de transcribir  y de acuerdo con las pruebas que obran dentro de la foliatura, la Sala observa que tal como lo afirma la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la U.N.P. en los hechos Nos.10, 11 y 13 del escrito de demanda de tutela, dicha Unidad fue notificada el 22 de junio de 2016 de la sentencia de primera instancia emitida el 21 de junio de 2016  por el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, mediante la cual se tutelaron los derechos invocados por los señores Juan Carlos Valencia y Héctor García Ramírez, por lo que la U.N.P. decidió impugnar dicho fallo mediante escrito que fue enviado el lunes, 27 de junio de 2016 a las 04:36 p.m. al correo electrónico ncservper@cendoj.ramajudicial.gov.co Asunto: “OFICIO NO.PFI16-00025923 –IMPUGNACION FALLO DE PRIMERA INSTANCIA -22/016/2016 2016-0041 JUAN CARLOS VALENCIA Y HECTOR GARCIA RAMIREZ”  (ver folio 27).  Al respecto, existen constancias tanto de la Oficial Mayor como de la Secretaria del despacho demandado que dan cuenta que en el Centro de Servicios de los Juzgados Penales para Adolescentes le informaron que se había recibido la impugnación al fallo enviada por la U.N.P. el 27 de junio de 2016 a las 4:36 p.m., y que el citado despacho recibió el escrito respectivo luego de que se hubieran remitido las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, tal como se dispuso en auto del 30 de junio de 2016 (folios 65 y 66). 
4.8.4. De todos modos, para esta Colegiatura el término legal de los tres (3) días con el que contaba la U.N.P. para sustentar su inconformidad a la decisión, transcurrió durante los días 23, 24 y 27 de junio del año que avanza hasta las 4:00 de la tarde por ser el horario que rige para los despachos de la Rama Judicial en el departamento de Risaralda y que fue implementado por la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, mediante Acuerdo CSJRA 15446 de octubre 2 de 2015, adicionado por el Acuerdo CSJRA 15447 de octubre 14 de 2015, el cual quedó de 7 a.m  a 12 m y de 1 p.m. a 4 p.m. 

4.8.5.  Así las cosas y pese a que el Centro de Servicios Judiciales no informó en tiempo oportuno al despacho accionado sobre la impugnación presentada por la UNP, la entidad sabía que contaba con tres días para interponer el recurso, lo que no hizo directamente al juzgado demandado.  
4.8.6 La Sala insiste que en virtud a lo consagrado en el Decreto 2591 de 1991, no se advierte que se haya dispuesto otro recurso contra las providencias dictadas dentro de la acción de tutela o con ocasión del cumplimiento de las correspondientes órdenes y ello obedece precisamente a la naturaleza y principios que rigen el ejercicio de la acción de tutela.  Por su parte, el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, en su inciso 2º dispone que en materia de fallos de tutela, la notificación debe asegurar la eficacia de la misma y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa y el artículo 4º del Decreto 306 citado, establece que para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil.   Sin embargo, la Corte Constitucional señaló que por ser la acción de tutela un trámite ágil y expedito no da margen para la aplicación en extenso del Código de Procedimiento Civil, hoy del Código General del Proceso, o de otras codificaciones procesales, porque con ello se perdería su naturaleza de ser un mecanismo breve y sumario, tal como lo explicó dicha Corporación cuando concluyó que la norma que contempla la acción de tutela no prevé ningún recurso que pueda ser interpuesto contra el auto que niega la impugnación de un fallo de tutela, tal como lo sustentó en la Sentencia T-162 de 1997 de la siguiente manera:
“Esta Sala de Revisión no comparte la tesis del Tribunal; por el contrario, considera que frente al auto que niega la impugnación de un fallo de tutela no procede ningún recurso. Los argumentos por los cuales se descartaría el recurso de queja dentro del proceso de tutela, son los siguientes:
1. El juez de tutela no puede remitirse al estatuto procesal civil cuando lo desee y para lo que quiera; al respecto la norma del Decreto 306 de 1992 invocada por el Tribunal es muy precisa:
 “Artículo 4° - De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el Decreto 2591 de 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre el trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en todo aquello que no sean contrarios a dicho decreto. (...)”

En primer lugar, es claro que la norma no permite aplicar cualquier disposición del Código citado al trámite de la tutela; la remisión únicamente puede hacerse a los principios generales. Y en segundo lugar, la aplicación de dichos preceptos, sólo será posible en la medida en que no sean contrarios a lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991. Por lo tanto, no es plausible considerar que el artículo invocado por el Tribunal sea el sustento para que unas normas del Estatuto mencionado, que consagran un recurso procesal, sean aplicadas al trámite de la tutela.

2. Como ya fue expresado por esta Corporación, el recurso consagrado por la Constitución Nacional en su artículo 86, que permite impugnar las sentencias de tutela, es diferente al de apelación contemplado por el Código de Procedimiento Civil[6]. A pesar de ser figuras similares en ciertos aspectos, son mecanismos de defensa judicial que pertenecen a trámites regidos por modelos procesales diferentes, y en consecuencia no se les puede dar un tratamiento análogo. Al respecto ha dicho la Corte:

“(...) no es posible equiparar la impugnación del fallo de tutela con los demás recursos consagrados en otras leyes, pues ellos tienen fines distintos y diferente régimen, menos aún con el objeto de impedir su ejercicio haciéndole extensivos “por analogía” requisitos expresamente indicados para los recursos ordinarios o extraordinarios.”[7]
Así pues, por un lado, al ser la impugnación diferente de la apelación, no hay razón para que el recurso de queja que procede contra el auto que niega la segunda de estas figuras procesales, tenga que proceder contra el auto que niega la primera. Y por otro, si se acepta que son diferentes pero se insiste en que son figuras parecidas, las similitudes que se encuentren entre ellas no son argumentos suficientes para justificar aplicaciones analógicas, pues las diferencias entre una y otra institución procesal se deben, no sólo a las características propias de cada una de ellas, sino básicamente, a lo disímiles que son los procesos a los que pertenecen respectivamente.

3. Uno de los principios más importantes que rige el trámite de la acción de tutela es el de la informalidad. Este rasgo surge de la naturaleza y finalidad misma de la acción, pues al ser la tutela el medio que confirió la Constitución Política a los ciudadanos para hacer efectivos sus derechos fundamentales, es necesario excluir el ritualismo y el tecnicismo. De hecho, al ser una acción que pueden interponer las personas sin mayores conocimientos jurídicos, es imposible exigir en su trámite formalidades que entienden y manejan sólo los expertos en derecho. Por otro lado, la protección que reclaman con tanta urgencia los derechos fundamentales, y que la tutela pretende brindar, no se puede supeditar a la observancia de cuestiones meramente procesales”
También, con fundamento en las mismas razones que implican informalidad, el procedimiento se debe regir por la noción de celeridad. Si bien es cierto que en cualquier proceso la demora injustificada no sólo es indeseable, sino que de hecho es sancionable por considerarse violatoria del debido proceso, también es cierto que en materia de tutela la rapidez es un factor primordial. En primer lugar, por su carácter de fundamentales, los derechos que protege esta acción deben ser defendidos de forma inmediata; el efecto de su violación no puede aumentar por la lentitud de la acción judicial. Y, en segundo lugar, la tutela no es un mecanismo que pretenda resarcir daños sino evitarlos; por esto, más que en ningún otro proceso, la dilación debe ser abolida. (…)”
Significa lo anterior, que aun cuando la acción de tutela es un procedimiento preferente y sumario, carente de mayores exigencias formales, no puede convertirse en excusa para quebrantar las normas básicas establecidas para la interposición de los recursos dentro de dicho trámite.  Por lo tanto, esta Colegiatura concluye que el Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira no transgredió los derechos fundamentales invocados, toda vez que la U.N.P. contaba con el mecanismo de la impugnación para controvertir el fallo de tutela el cual fue interpuesto por fuera del horario laboral vigente en este Distrito, situación que igualmente se tuvo en cuenta en la providencia proferida el 1º de agosto de 2016 por la Sala Unitaria No.2 de Asuntos Penales para Adolescentes con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, mediante la cual se abstuvo de darle trámite al recurso interpuesto contra uno proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira
.  En tal virtud, la misma entidad que promueve el presente amparo reconoce que el escrito de impugnación fue enviado a través de correo electrónico el 27 de junio de 2016 a las 4:36 p.m., por lo tanto, no es posible proteger por vía de tutela la incuria de la U.N.P. en atención al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que la accionante es la responsable de los hechos que alega dio y que pretende subsanar al endilgarle al Centro de Servicios de los despachos penales para adolescentes su descuido al enviar la impugnación de manera extemporánea, lo que hace improcedente el amparo invocado.   Con respecto al principio de que “Nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans)”, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente:
“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.
Por las razones anteriores, no se accederá al amparo invocado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

Primero: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la abogada María Jimena Yáñez Gélvez, Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad Nacional de Protección U.N.P. en contra del Juzgado 1º Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira.
Segundo: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

DUBERNEY GRISALES HERRERA

Magistrado
(Con aclaración de voto)
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-1082 de 2012


� Artículo 4º Decreto 306 de 1992, para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela, se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en todo aquello que no sean contrarios a dicho decreto.


� Acción de Tutela de 2ª Instancia interpuesta por la señora María Oliva Gómez de S., radicado No. 660013118002201600135-01, se consideró frente al tema, lo siguiente:


“Adicional a lo anterior, mírese que la impugnación presentada se hizo de manera extemporánea, ya que la decisión de primera instancia se profirió en junio 23 de 2016 y fue notificada personalmente al I.G.A.C en junio 27 de 2016�, por lo cual el término de tres días con el que contaba dicha entidad para sustentar su disenso corrió durante los días 28, 29 y 30 de junio hasta las 4:00 de la tarde�, y se observa que el correo electrónico por medio del cual se apeló el fallo se recibió a las 5:55 de la tarde de ese día� y el documento físico que contiene el disenso en julio 5 de 2016�. Lo anterior nos permite predicar que la impugnación a la sentencia de tutela se hizo de manera extemporánea, puesto que el término para ello ya había vencido.


El artículo 331 del C. de P.P., aplicable por remisión normativa�  establece: “Las  providencias  quedan ejecutoriadas y son firmes tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los recursos”. En consecuencia, al haberse recibido el recurso por fuera del horario laboral, el a quo ha debido negar su trámite y disponer la remisión del expediente ante la H. Corte Constitucional para su eventual revisión�.
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